
LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES DEL ESTADO DE QUINTANA ROO 

 

Artículo 104. Son atribuciones de la Procuraduría de Protección: 
I. Procurar la protección integral de niñas, niños y adolescentes 
que prevé la Constitución Federal, los tratados internacionales, la 
Constitución Estatal, la Ley General, esta Ley y demás 
disposiciones aplicables. Dicha protección integral deberá 

abarcar, por lo menos: 
a) Atención médica y psicológica; 
b) Seguimiento a las actividades académicas y entorno social y 
cultural, y 

c) La inclusión, en su caso, de quienes ejerzan la patria potestad, 
tutela o guarda y 

custodia de niñas, niños y adolescentes en las medidas de 
rehabilitación y asistencia. 
II. Prestar asesoría y representación en suplencia a niñas, niños y 
adolescentes involucrados en procedimientos judiciales o 
administrativos, sin perjuicio de las atribuciones que le 
correspondan al Ministerio Público, así como intervenir 

oficiosamente, con representación coadyuvante, en todos los 
procedimientos jurisdiccionales y administrativos en que participen 
niñas, niños y adolescentes, de conformidad con lo dispuesto en 
la presente Ley y demás disposiciones aplicables, de 

manera gratuita; 
III. Coordinar la ejecución y dar seguimiento a las medidas de 
protección para la restitución integral de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes, a fin de que las instituciones competentes 
actúen de manera oportuna y articulada; 
IV. Fungir como conciliador y mediador en casos de conflicto 
familiar, cuando los derechos de niñas, niños y adolescentes 
hayan sido restringidos o vulnerados, conforme a las 
disposiciones aplicables. La conciliación no procederá en casos 
de violencia; 
V. Denunciar ante el Ministerio Público aquellos hechos que se 
presuman constitutivos de delito en contra de niñas, niños y 



adolescentes; 
VI. Solicitar al Ministerio Público competente la imposición de 
medidas urgentes de protección especial idóneas en los términos 
previstos en la Ley General; 
VII. Ordenar, fundada y motivadamente, bajo su más estricta 
responsabilidad, la aplicación de medidas urgentes de protección 
de acuerdo a lo establecido en la fracción anterior, cuando exista 
riesgo inminente contra la vida, integridad o libertad de niñas, 
niños o adolescentes, dando aviso de inmediato al Ministerio 
Público y a la autoridad jurisdiccional competente. La autoridad 
jurisdiccional procederá de acuerdo a lo estipulado en la Ley 
General. 
Para la imposición de las medidas urgentes de protección, el 
Titular de la Procuraduría de Protección podrá solicitar el auxilio 
de las instituciones policiales competentes. 
En caso de incumplimiento de las medidas urgentes de 
protección, el Titular de la Procuraduría de Protección podrá 
solicitar la imposición de las medidas de apremio 

correspondientes a la autoridad competente. 
VIII. Promover la participación de los sectores público, social y 
privado en la planificación y ejecución de acciones a favor de la 
atención, defensa y protección de niñas, niños y adolescentes; 
IX. Asesorar a las autoridades competentes y a los sectores 
público, social y privado en el cumplimiento del marco normativo 
relativo a la protección de niñas, niños y adolescentes, conforme a 
las disposiciones aplicables; 
X. Desarrollar los lineamentos y procedimientos a los que se 
sujetarán para la restitución de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes; 
XI. Supervisar la ejecución de las medidas especiales de 
protección de niñas, niños y adolescentes que hayan sido 
separados de su familia de origen por resolución judicial; 
XII. Realizar y promover estudios e investigaciones para fortalecer 
las acciones a favor de la atención, defensa y protección de niñas, 
niños y adolescentes; de la importancia de la primera infancia, así 
como de fortalecimiento familiar, con el fin de difundirlos 

entre las autoridades competentes y los sectores público, social y 



privado para su incorporación en los programas respectivos; 
XIII. Recibir las solicitudes de adopción de personas interesadas 
en adoptar niñas, niños y adolescentes que se encuentren bajo la 
tutela de la Procuraduría de Protección, cuando sean presentadas 
ante esa instancia; 
XIV. Realizar las valoraciones psicológica, económica, de trabajo 
social y todas aquéllas que sean necesarias para determinar la 
idoneidad de quienes soliciten la adopción, en los términos de lo 
dispuesto por las leyes aplicables; y en su caso emitir el 
certificado de idoneidad respectivo. 
La asignación de niñas, niños y adolescentes sólo podrá 
otorgarse a una familia de acogida pre-adoptiva que cuente con 
certificado de idoneidad. Para tal efecto, se 

observará lo siguiente: 
a) Niñas, niños y adolescentes, siempre que sea posible de 
acuerdo con su edad, desarrollo cognoscitivo y grado de madurez, 
serán escuchados y su opinión será fundamental para la 
determinación que adopte el órgano jurisdiccional competente; 
b) Se tomará en cuenta que las condiciones en la familia de 
acogimiento pre-adoptiva sean adecuadas para el desarrollo 
integral de niñas, niños y adolescentes, de conformidad con el 
principio de interés superior de la niñez; 
c) Se tomará en consideración el grado de parentesco; la relación 
de afinidad y de afectividad; el origen, la comunidad y las 
condiciones culturales en que se desarrollen niñas, niños y 
adolescentes, y 

d) Se procurará no separar a hermanas y hermanos, pero si 
hubiere necesidad de ello, se establecerán medidas para que 
mantengan vínculos de convivencia, contacto y 

comunicación permanente. 
En caso de haber autorizado la asignación de niñas, niños o 
adolescentes a una familia de acogida pre-adoptiva, deberá dar 
seguimiento a la convivencia entre ellos y al proceso de 
adaptación conforme a su nueva situación, con el fin de prevenir o 
superar las dificultades que se puedan presentar. 
En caso de constatar que no se consolidaron las condiciones de 
adaptación de niñas, niños o adolescentes con la familia de 



acogida pre-adoptiva, procederán a iniciar el procedimiento a fin 
de reincorporarlos al sistema que corresponda y se realizará, en 
su caso, una nueva asignación. 
Cuando verifique cualquier tipo de violación a los derechos de 
niñas, niños o adolescentes asignados, el Sistema DIF Estatal 
revocará la asignación y ejercerá las facultades que le otorgan la 
presente Ley y demás disposiciones aplicables. 
XV. Coadyuvar con el Sistema Nacional DIF y los Sistemas de las 
Entidades en la elaboración de los lineamientos y procedimientos 
para registrar, capacitar, evaluar y certificar a las familias que 
resulten idóneas, considerando los requisitos señalados 

para el acogimiento pre-adoptivo, así como para emitir los 
certificados de idoneidad; 
XVI. Promover de oficio o a solicitud de parte interesada, ante las 
autoridades administrativas competentes la imposición de 
sanciones a los medios de comunicación, 
en los términos de las disposiciones aplicables. Asimismo podrá 
promover acciones colectivas ante el órgano jurisdiccional 
competente, con objeto de que éste ordene a los 

medios de comunicación que se abstengan de difundir 
información o contenidos que pongan en peligro de forma 
individual o colectiva, la vida, la integridad, la dignidad u 

otros derechos de niñas, niños y adolescentes y, en su caso, 
reparen los daños que se hubieren ocasionado, sin menoscabo de 
las atribuciones que sobre esta materia tengan 

las autoridades competentes; 
Lo anterior, sin perjuicio de cualquier otra responsabilidad a la 
que hubiere lugar de conformidad con las disposiciones aplicables 

XVII. Autorizar, registrar, certificar y supervisar los Centros de 
Asistencia Social en coordinación con la Procuraduría de 
Protección Federal; 
XVIII. Realizar la supervisión de los Centros de Asistencia Social 
y, en su caso, ejercitar las acciones legales que correspondan por 
el incumplimiento de los requisitos que establece la Ley General y 
demás disposiciones aplicables; 
XIX. Sin perjuicio de las atribuciones que las disposiciones 
aplicables establezcan a otras autoridades, será coadyuvante de 



la Procuraduría de Protección Federal en la supervisión que se 
realice a las instalaciones de los centros de asistencia social; 
XX. Reportar semestralmente a la Procuraduría Federal de 
Protección, la actualización de sus registros de Centros de 
Asistencia Social con los datos que establece la Ley 

General, así como de los resultados de las visitas de supervisión 
efectuadas como coadyuvantes, para integrar el Registro Nacional 
de Centros de Asistencia Social; 
XXI. Supervisar y vigilar que en los Centros de Asistencia Social 
de la entidad se lleve un expediente personalizado de niñas, niños 
y adolescentes, donde queden asentados sus generales, 
características particulares, antecedentes médicos y familiares, 
entre otros datos necesarios para tal efecto; 
XXII. Intervenir como gestor del bienestar social, procurando 
conciliar los intereses y a mejorar las relaciones entre los 
miembros de la familia, con el objetivo de lograr su 

cabal integración armónica dentro de la comunidad, y 

XXIII. Las demás que le confiera esta Ley u otros ordenamientos 
jurídicos. 


